
El gobierno de Donald Trump
revocará el llamado “parole hu-
manitario”, un permiso migrato-
rio que ha permitido residir y tra-
bajar temporalmente en EE.UU. a
unos 530.000 cubanos, haitianos,
nicaragüenses y venezolanos, se-
gún un borrador publicado en el
Registro Federal. El beneficio mi-
gratorio expirará el 24 de abril, por
lo que quienes se acogieron a él de-
berán abandonar el país antes de
esa fecha o arriesgarse a permane-
cer de manera irregular.

En el borrador, elaborado por el
Departamento de Seguridad Na-
cional, se argumenta que este pro-
grama es “incompatible con los
objetivos de política exterior” de la
administración de Trump. 

La resolución será publicada
oficialmente el lunes, día en que la
medida entrará en vigor. 

En la práctica, la decisión de
Trump acaba con el “parole hu-
manitario”, creado bajo el gobier-
no de Joe Biden y que permitía a
los nacionales de ciertos países re-

sidir y trabajar temporalmente en
EE.UU. con el patrocinio de al-
guien que residiera legalmente.

Biden decidió lanzar esa iniciati-
va en 2022 para venezolanos y
ampliarla en 2023 para cubanos,
haitianos y nicaragüenses como
parte de su estrategia para frenar
la migración irregular, a la vez que
comenzó a imponer restricciones
al asilo en la frontera con México.

Unas 110.000 personas de Cu-
ba, 210.000 de Haití, 93.000 de
Nicaragua y 117.000 de Venezuela
se beneficiaban de este programa. 

Trump ha denunciado un “abu-
so generalizado” del permiso con-
dicional humanitario, una herra-
mienta legal que los presidentes
han utilizado por mucho tiempo
para permitir que personas de paí-
ses en guerra o con inestabilidad
política ingresen y vivan tempo-
ralmente en EE.UU. “El permiso
humanitario es inherentemente
temporal, y el permiso por sí solo
no es una base subyacente para la
obtención de cualquier estatus de
inmigración”, señaló el Departa-
mento de Seguridad Nacional. 

Beneficio expirará el 24 de abril:

EE.UU. revoca permiso
migratorio humanitario
530.000 cubanos, haitianos, venezolanos
y nicaragüenses deberían dejar el país. 

EFE

UNA FAMILIA venezolana beneficiaria del “parole humanitario”, en Atlanta.
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Israel bombardeó Líbano y ma-
tó al menos a seis personas, tras in-
terceptar cohetes disparados des-
de el país vecino y pese a la tregua
que rige con el movimiento libanés
Hezbolá, que negó estar implicado
en el ataque.

Los primeros bombardeos ma-
taron a cinco personas, incluyendo
a un menor, en la localidad de Tu-
lin, y una segunda andanada de
ataques dejó un muerto en Tiro. 

Israel explicó que estos bombar-
deos son una “respuesta” a los dis-
paros de cohetes contra su territo-
rio, después de que el ejército is-
raelí interceptara tres proyectiles
lanzados desde el país vecino. 

Esta es la mayor escalada desde
que el acuerdo de tregua puso fin
el 27 de noviembre a dos meses de
guerra abierta entre Israel y el
proiraní Hezbolá.

El ejército israelí informó que
bombardeó “decenas de lanzaco-
hetes y un centro de mando desde
donde operaban terroristas de
Hezbolá” en el sur de Líbano.

Pero el ataque contra el norte de
Israel, de momento, no fue reivin-
dicado y el grupo chiita Hezbolá
negó “cualquier implicación”.
“Las acusaciones del enemigo is-
raelí forman parte de los pretextos
para continuar sus ataques contra
Líbano, que no han cesado desde
que se anunció el alto el fuego”,
denunció el grupo.

El conflicto entre Israel y Hez-
bolá estalló tras meses de cruces de
disparos en la zona fronteriza,

donde el poderoso grupo libanés
abrió un frente en solidaridad con
el movimiento islamista palestino
Hamas al inicio de la guerra en Ga-
za en octubre de 2023.

La tregua logró mantenerse en
líneas generales, a pesar de las acu-
saciones mutuas de violaciones.

El jefe del Estado Mayor israelí,
el general Eyal Zamir, advirtió que
el ejército respondería “severa-
mente a los ataques”, y durante la
tarde, el Primer Ministro israelí,
Benjamin Netanyahu, y el minis-
tro de Defensa, Israel Katz, orde-
naron al ejército que lleve a cabo
“una segunda andanada de bom-
bardeos” contra Líbano. 

“Nueva guerra 
con consecuencias
desastrosas”

El Primer Ministro de Líbano,
Nawaf Salam, advirtió del “riesgo
de que las operaciones militares se
reanuden en la frontera sur”. “Esto
podría arrastrar al Líbano a una
nueva guerra, con consecuencias
desastrosas”, indicó.

El ejército libanés anunció que
encontró “tres lanzadores de cohe-
tes artesanales en una zona situada
al norte del río Litani”, a unos 30
km de la frontera israelí, y “proce-
dió a su desmantelamiento”.

La Fuerza de la ONU en Líbano

(Finul), desplegada en el sur del
país, expresó en un comunicado su
preocupación por una “posible es-
calada” de la violencia.

Liderazgo mermado

Cuando empezó la guerra entre
Israel y Hamas en Gaza, Hezbolá
era un actor clave de la vida políti-
ca en Líbano y el movimiento más
poderoso del país. Pero en sep-
tiembre de 2024 el cruce de dispa-
ros entre Hezbolá e Israel se trans-
formó en una guerra abierta con
bombardeos masivos en Líbano. 

El movimiento chiita, la única
facción en Líbano que conservó las
armas tras la guerra civil (1975-
1990), salió muy debilitado del
conflicto y su liderazgo quedó am-
pliamente diezmado.

Cuando empezaron los dispa-
ros transfronterizos en 2023, los
habitantes de la zona recibieron
órdenes de evacuación. Cerca de
60.000 personas se vieron despla-
zadas del norte de Israel. En el lado
libanés, más de un millón de per-
sonas huyeron del sur del país.

Según los términos del acuerdo
de tregua, Israel debía retirarse del
sur de Líbano, donde solo se des-
plegarían el ejército libanés y las
fuerzas de mantenimiento de la
paz de la ONU. Pero el ejército is-
raelí conservó cinco posiciones es-
tratégicas a lo largo de la frontera
sur de Líbano alegando motivos
de seguridad. Hezbolá, a su vez,
debía desmantelar su infraestruc-
tura y retirarse al norte del río Lita-
ni, a unos 30 km de la frontera.

Rige un frágil cese el fuego desde fines de noviembre: 

Israel bombardea Líbano y peligra
la tregua con el grupo Hezbolá
El gobierno israelí explicó que el ataque, en el que murieron al menos seis personas, es una
“respuesta” a los disparos de cohetes contra su territorio que fueron interceptados.

FRANCE PRESSE

EL POBLADO LIBANÉS de Sejoud fue uno de los blancos de los bombardeos.
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HINCHAS DE UNA veintena de clubes argentinos se sumaron a las protestas de jubilados, lo que el gobierno describió como un intento de “desestabilizar”.
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EEl detonante habría sido la
imagen de un hombre de
la tercera edad que vestía
la camiseta de Chacarita

Juniors y fue golpeado por la policía
durante la habitual marcha de jubi-
lados de los miércoles frente al Con-
greso. Los hinchas de ese club de fút-
bol solidarizaron con su causa y se
organizaron para sumarse la sema-
na siguiente a la protesta, en un lla-
mado viral que incluyó frases anti-
guas de Diego Maradona en apoyo a
los pensionados y que se fue exten-
diendo entre las barras de otros
equipos de casi todas las divisiones y
lugares. Seguidores de Rosario Cen-
tral —uno de los grupos más masi-
vos— y sus archienemigos de Ne-
well’s Old Boys dejaron a un lado
sus diferencias y se unieron a la ma-
nifestación del pasado 12 de marzo,
junto a simpatizantes de al menos
20 clubes, incluyendo Boca Juniors,
River Plate, Independiente, Racing
Club, Argentinos Juniors, Estudian-
tes de La Plata, Gimnasia y Esgrima,
Lanús, Ferro Carril Oeste, Almiran-
te Brown, Excursionistas, Temper-
ley y Deportivo Morón.

El gobierno de Javier Milei la
describió como “la marcha de las
barras bravas”, les atribuyó a estos
grupos la responsabilidad por la
violencia de la jornada —que con-
cluyó con 46 heridos— y acusó, sin
pruebas, que se trató de un intento
organizado de “desestabilizar” y
de “una especie de golpe de Esta-
do” por parte de facciones de hin-
chas vinculadas a grupos políticos. 

Aunque los dirigentes del fútbol
rechazaron haber convocado a los
hinchas, y existe evidencia de que
muchos asistieron a la marcha de
manera espontánea, el episodio le
ha dado pie a la ministra de Seguri-
dad, Patricia Bullrich, para lanzar
una nueva campaña en contra de
las barras bravas. Esta semana el
gobierno ofreció una recompensa
de 10 millones (unos US$ 9.500)
por información que permita iden-
tificar a los barristas que cometie-
ron delitos en la protesta, ordenó el
allanamiento y arresto de 29 hin-
chas ya identificados y presentó
oficialmente en el Congreso el de-
nominado proyecto Ley Antiba-
rras, que las tipifica como “organi-

zaciones criminales”, establece la
responsabilidad de los dirigentes
de los clubes al apoyar a estos gru-
pos y endurece las sanciones ante
hechos de violencia.

“Hace mucho tiempo que la Ar-
gentina necesita resolver un pro-
blema estructural vinculado a las
barras de fútbol”, explicó Bullrich,
quien aseguró que el proyecto de
ley busca atacar las “mafias” que la
misma dirigencia permite. “Se am-
plía a todos los negociados que ro-
dean a la actividad de estas barras
bravas, como aquellos mecanis-
mos que generan un tipo de finan-
ciamiento, que en muchos casos
está avalado por las conducciones
de los clubes”, dijo la ministra.

Reventa de entradas
y narcotráfico

Amparadas por el folclor futbo-
lístico argentino, las barras bravas
son un fenómeno social muy arrai-
gado en los clubes de todas las cate-
gorías y han acumulado mucho
poder más allá de las tribunas. Se
sabe que algunas tienen profundos

vínculos con partidos políticos, di-
rigentes y sindicalistas de todos los
colores, y de forma regular se aso-
cian con negocios ilegales que les
brindan sustento para su desplie-
gue territorial, como la reventa de
entradas —que obtienen de diri-
gentes de los clubes a cambio de
otro tipo de favores—; puestos de
venta de comida o merchandising
ilegales; el control de los estaciona-
mientos de los estadios y hasta la
comercialización de drogas o de ar-
mas. Algunas barras, incluso, tie-
nen participación en los pases de
los jugadores del club. 

Con todo esto en juego, muchas
veces las disputas internas entre
las facciones de las barras se re-
suelven con violencia, como ocu-
rrió en noviembre pasado con el
doble asesinato del jefe de “Los
Guerreros de Rosario Central” y
su mano derecha.

“Las barras bravas en Argentina
son un fenómeno muy particular.
Es un grupo de hinchas militantes,
que están organizados y acompa-
ñan siempre a su equipo, pero en
Argentina tienen además la parti-

cularidad de que desde mediados
de los 80 comenzaron a participar
cada vez más de actividades del
mundo del delito”, dice el sociólo-
go Diego Murzi, autor de “Fútbol,
violencia y Estado: una historia po-
lítica de la seguridad deportiva en
Argentina”. “Reivindican el uso de
la violencia para dirimir proble-
mas con otras hinchadas o al inte-
rior del mismo grupo (…) Y a par-
tir del uso de la violencia estable-
cen vínculos con actores de poder
del mundo del fútbol, con dirigen-
tes de los clubes, con gente de la
política, con el mundo de los gre-
mios y los sindicatos y también con
el mundo del crimen”, señala el
también vicepresidente de la ONG
Salvemos al Fútbol.

¿Grupos de choque?

Por su raigambre territorial, mu-
chas veces en municipios o barrios
muy específicos, prácticamente to-
dos los sectores políticos, incluyen-
do el kirchnerismo, el PRO y los li-
bertarios de Javier Milei, cultivan
lazos con una u otra barra. Murzi

explica que operan con una lógica
transaccional, “con relaciones de
reciprocidad o intercambios con
actores de poder”, y en el caso de la
política esto se puede traducir en
que a partir de dinero o favores
movilizan gente para actos proseli-
tistas, para hacer rayados de muros
o “en casos muy contados, como
fuerza de choque”.

Ariel Larroude, director del Ob-
servatorio de Política Criminal de
la Universidad de Buenos Aires,
afirma que las barras han sido utili-
zadas “por todos los partidos polí-
ticos para regular no solo lo que su-
cede en la cancha, sino también en
la política partidaria, ya sea para
dirimir internas, para apretar riva-
les o, simplemente, para hacer rui-
do en una manifestación”.

“Las barras son grupos violen-
tos dentro del futbol que han acu-
mulado un gran poder, principal-
mente, desde la recuperación del
sistema democrático de gobierno.
Ello, a partir de la utilización que
hizo la clase política de estos gru-
pos como elementos de choque,
de apriete, de recaudación y de ge-

renciamiento de la delincuencia”,
afirma Larroude. “A diferencia de
lo que ocurre con los hooligans en
Inglaterra, que son un grupo de
fanáticos borrachos que se juntan
a hacer disturbios, las barras en
Argentina se han enquistado y
profesionalizado de manera tal
que son un elemento cultural de la
Argentina. Sobre si son un tema
de seguridad, desde luego. El te-
ma es que esto no es nuevo, sino
que es repetitivo desde hace años,
y siempre se cae en el tema de las
barras de forma sistemática”.

El alcance de
“Tribuna Segura”

Varios gobiernos han intentado
antes ponerle límites a las barras
bravas. En la última reforma im-
portante, del programa “Tribuna
Segura”, implementado en 2016
durante la gestión de Mauricio
Macri, se reforzaron los mecanis-
mos de identificación y de inhabi-
litación para el ingreso a los esta-
dios, una potestad que antes era
de los clubes y desde 2016 es del
Estado. Desde entonces, cerca de
12 mil personas tienen prohibido
el acceso a los recintos.

Pero Murzi es escéptico sobre
los últimos anuncios del gobierno
de Milei. “Lo que está proponien-
do la ministra de Seguridad es
más de lo mismo, es lo que ya hay,
no colabora ni a terminar con las
barras ni a solucionar el problema
de la violencia en el fútbol, que en
Argentina sigue siendo un pro-
blema social”, señala el experto,
quien explica que el Código Penal
ya contempla los delitos que se
busca perseguir y legalmente es
muy problemático definir a todo
el conjunto de una hinchada co-
mo una “organización criminal”.

“La dificultad que tienen histó-
ricamente los proyectos que se
asocian con las barras es que no
pueden definir qué es una barra
brava, y quién forma parte y
quién no. Esa es la gran limitación
jurídica de los proyectos antiba-
rras de los últimos 20 o 25 años. O
sea, hay personas que claramente
forman parte de la barra —los lí-
deres—, pero no necesariamente
todos realizan actividades crimi-
nales. Una barra no es una organi-
zación criminal per sé. Se estaría
juzgando a una persona simple-
mente por la pertenencia a un
grupo, lo cual jurídicamente es
erróneo”, plantea Murzi, quien
rechaza que los participantes de
la marcha de jubilados hayan sido
todos miembros de barras bravas:
“El gobierno buscó demonizar la
protesta, pero no hubo barras co-
mo grupos organizados”.

Larroude añade que el tema de
las barras bravas “no es un proble-
ma hoy prioritario en Argentina”,
y también ve problemas en la figu-
ra de asociación ilícita que se bus-
ca implementar. “Bullrich siem-
pre está con la amenaza de endu-
recer penas que luego cuestan ser
aplicadas por su carácter plena-
mente inconstitucional”, opina.

Gobierno las acusa de intentar “desestabilizar” a la administración:

El proyecto con el que 
Milei busca quitarles poder 

a las barras bravas del fútbol
en Argentina

JEAN PALOU EGOAGUIRRE

Después de la
participación de
hinchas de varios
clubes en una marcha
de jubilados que
terminó con
violencia, el
oficialismo presentó
una propuesta
legislativa que tipifica
a estos grupos como
“organizaciones
criminales”.
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